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RECURSO DE REVISIÓN  356/2016.

COMISIONADO PONENTE: 

M.A.P. YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA

PROYECTISTA: 

ÓSCAR VILLALPANDO DEVO
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

COLEGIO DE BACHILLERES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ A TRAVÉS DE LA DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 21 veintiuno de febrero de 2017 dos mil diecisiete. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:
PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta el sello de recibido el 20 veinte de octubre de 2016 dos mil dieciséis la DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA del COLEGIO DE BACHILLERES recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
[image: image1.png]Asunto: Solicitud.

San Luis Potosi, S.L.P. a 20 de octubre del 2016.

LIC. MARICELA DIAZ ORTIZ
DIRECTORA ADMINISTRATIVA

AT’N: MARTHA LILIANA VAZQUEZ BECERRIL
JEFA DE RECURSOS HUMANOS

Por este conducto solicito a Usted, me indique Iq procedencia para iniciar con el trdmite de mi
Jubilacién ante el ISSSTE, toda vez que cuento con una antigiiedad en el Subsistema de 28 afios 8
meses; asi mismo pido se sirva proporcionar la documentacién oficial que corresponda, para inici

con este tramite ante el Instituto.

Agradezco de antemano su atencion.




SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 26 veintiséis de octubre de 2016 dos mil dieciséis mediante el oficio DG/DAD/1303 RH-1250/2016 el DIRECTOR ADMINISTRATIVO dio respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. Misma que el 8 ocho de noviembre de ese año el solicitante recibió y que es como sigue
:
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Por este medio adjunto a usted los siguientes documentos:
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TERCERO. Interposición del recurso. El 15 quince de noviembre de 2016 dos mil dieciséis, la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública recibió un escrito en donde el solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública mencionada en el punto anterior.

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 16 dieciséis de noviembre de 2016 dos mil dieciséis la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso. 

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 24 veinticuatro de noviembre de 2016 dos mil dieciséis la Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-356/2016-2 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados al COLEGIO DE BACHILLERES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ  a través de la DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA.
· Se le tuvo a la recurrente por señalado dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto la ponente expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encontraba en una de las excepciones del derecho de acceso a la información como impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 

Por lo tanto, el ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; y que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

SEXTO. Informe del sujeto obligado. Por proveído del 14 catorce de diciembre de 2016 dos mil dieciséis la ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido el oficio DG/DG/1008 UT-080/2016, firmado por el DIRECTOR ADMINISTRATIVO del sujeto obligado.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por rendido en tiempo y forma el informe solicitado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.
· Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones.


Respecto de la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.

 Para concluir, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

NOVENO. Ampliación del plazo para resolver. Por proveído del 19  diecinueve de enero de 2017 dos mil diecisiete la ponente del presente asunto en cumplimiento a los acuerdos CEGAIP 198/2016 y CEGAIP 199/2016 amplió el plazo para resolver el presente procedimiento.

CONSIDERANDO

ÚNICO. Competencia. En vista de que el ámbito de competencia, es una cuestión de previo y especial pronunciamiento, de cuya resolución depende la consecución o terminación del trámite del asunto, esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública no es competente para conocer y resolver este medio de impugnación el escrito que fue presentado ante este órgano colegiado.
En efecto, el primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que:

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

Así pues, por competencia ha de entenderse, en términos generales, la facultad o capacidad que tienen las autoridades jurisdicentes para conocer y decidir sobre determinadas materias.

Ahora, es el propio mandamiento federal, quién le da la competencia esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública para conocer en materia de acceso a la información pública de acuerdo a su artículo 6°, apartado cuarto párrafo, apartado A, fracción IV, que refiere: 

Artículo 6o….

[…]

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:

A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:

[…]

IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales que establece esta Constitución.
De igual forma el artículo 17, fracción III, párrafo tercero, incisos a) y b) de la Constitución Política de Estado establecen que:

ARTICULO 17. -El Congreso del Estado expedirá las leyes a las que deban ajustarse los servidores públicos y las autoridades, para facilitar el acceso al ejercicio de los derechos de sus ciudadanos; esos ordenamientos deberán atender:

[…]

III….

[…]

El sistema de protección especializada tendrá asiento en la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, CEGAIP, que es un organismo público con autonomía presupuestaria, operativa, de gestión y de decisión; encargado de:

a) Garantizar el ejercicio de las prerrogativas asentadas en este precepto.

b) Vigilar la aplicación y cumplimiento de la ley de la materia, resolviendo sobre actos u omisiones de naturaleza administrativa que incumplan el derecho de acceso a la información pública, por parte de los Poderes del Estado, los municipios y sus entidades, concesionarios de bienes y servicios, organismos constitucionales autónomos, partidos políticos y demás entes obligados.
Como se ve, esta Comisión de Transparencia es competente en virtud de la facultad que le otorga tanto el orden federal como local para llevar a cabo determinadas funciones y actos, en razón de la materia.

En el caso, la competencia de este órgano garante es sobre determinada materia, es decir en virtud de la naturaleza de la causa, o sea, de las cuestiones contenciosas que constituyen precisamente sobre qué va a resolver este órgano colegiado mediante el recurso.

Por ello, para determinar de qué materia se trata, son las propias constituciones mencionadas quienes la establecen, lo anterior de acuerdo con las disposiciones referidas en la Constitución Federal en el propio artículo 6°, cuarto párrafo, apartado A, fracción I y, el artículo 17, fracción III, párrafo primero, quienes refieren que se trata de acceso a la información.

Así, los artículos 1°, 3°, fracciones XII y XIX, 4°, 6°, 11, 12 y 63 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado refieren que: 

ARTÍCULO 1°. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el Estado de San Luis Potosí. Este Ordenamiento es reglamentario de la fracción III del artículo 17 de la Constitución Política del Estado, y acorde a lo previsto en el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  

Tiene por objeto transparentar el ejercicio de la función pública y establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar a toda persona el derecho humano de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes, Legislativo; Ejecutivo; y Judicial; organismos autónomos; partidos políticos; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal. 
La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, los lineamientos que determine el Sistema Nacional de Transparencia, la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y demás disposiciones relacionadas con el derecho de acceso a la información y la protección de datos personales, se aplicarán de manera supletoria en lo no previsto por esta ley.
ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]
XII. Derecho de Acceso a la información pública: derecho humano de las personas para acceder a la información pública en posesión de los sujetos obligados, en los términos de esta Ley;
[…]
XIX. Información pública: la que es creada, administrada o en posesión de los sujetos obligados, exceptuando la clasificada como reservada o confidencial;
ARTÍCULO 4°. El derecho humano de acceso a la información comprende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir información. 
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se establezcan en la Ley General; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; la esta Ley; y la normatividad aplicable en sus respectivas competencias, sólo podrá ser clasificada excepcionalmente en los términos que fija la ley.
ARTÍCULO 6°. El Estado garantizará el efectivo acceso de toda persona a la información en posesión de cualquier entidad, autoridad, órgano y organismo de los poderes, Ejecutivo; Legislativo; y Judicial; municipios; organismos autónomos; partidos políticos; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal.
ARTÍCULO 11. Toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones que deberán estar definidas y ser además legítimas y estrictamente necesarias en una sociedad democrática. 
ARTÍCULO 12. Toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles en los términos y condiciones que establezca esta Ley; la Ley General; así como demás normas aplicables.
ARTÍCULO 63. Para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, la interpretación de esta Ley y Lineamientos que de la misma se deriven, se orientará a favorecer los principios de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los sujetos obligados; así mismo, atenderá a los principios constitucionales y a los instrumentos internacionales suscritos y ratificados en esta materia por el Estado Mexicano, y a la interpretación que de los mismos hayan realizado los órganos nacionales e internacionales especializados.

De los cuales tenemos que:

· Que la Ley de Transparencia es reglamentaria de la fracción III, del artículo 17 de la Constitución Política del Estado, y acorde a lo previsto en el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  

· Que tiene por objeto establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar a toda persona el derecho humano de acceso a la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes, Legislativo; Ejecutivo; y Judicial; organismos autónomos; partidos políticos; fideicomisos y fondos públicos; así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal. 
· Que el Derecho de Acceso a la información pública es un derecho humano de las personas para acceder a la información pública en posesión de los sujetos obligados, en los términos de esa ley.
· Que Información pública la que es creada, administrada o en posesión de los sujetos obligados –exceptuando la clasificada como reservada o confidencial–.
· Que el derecho humano de acceso a la información comprende solicitar, investigar, difundir, buscar y recibir información, ya que  toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se establezcan en la Ley General, en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, la le de transparencia y la normatividad aplicable en sus respectivas competencias.
·  Que toda la información en posesión de los sujetos obligados será pública, completa, oportuna y accesible, sujeta a un claro régimen de excepciones. 
· Que toda la información pública generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos obligados es pública y será accesible a cualquier persona, para lo que se deberán habilitar todos los medios, acciones y esfuerzos disponibles.
· Que  para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, la interpretación de esa lley y llineamientos que de la misma se deriven, se orientará a favorecer los principios de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los sujetos obligados.

Que para lo anterior, el organismo especializado es la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, misma que, de acuerdo al artículo 34, fracciones I y II, de la propia Ley de Transparencia refieren que: 

ARTÍCULO 34. La CEGAIP funcionará de forma colegiada en reuniones de Pleno, mismas que serán públicas con excepción de aquellas que vulneren el derecho a la privacidad de las personas, y se desarrollarán en los términos que señale su reglamento interior. Todas sus acciones, deliberaciones y resoluciones tendrán el carácter de públicas. El Pleno tendrá en el ámbito de su competencia, las siguientes atribuciones: 
I. Interpretar y aplicar las disposiciones de la presente Ley, conforme a lo dispuesto a lo que establece el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
II. Recibir, dar trámite y resolver los recursos que interpongan las personas que hubiesen solicitado información a los sujetos obligados;
ARTICULO 163. Contra los actos o resoluciones que de cualquier forma no satisfagan las solicitudes de información, sólo procede el recurso de revisión que se interpondrá conforme a lo establecido en la presente Ley.
Esto es que, la CEGAIP funcionará de forma colegiada en reuniones de Pleno y, que éste tendrá en el ámbito de su competencia, las atribuciones de iinterpretar y aplicar las disposiciones de la Ley de Transparencia, conforme a lo dispuesto a lo que establece el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, además rrecibir, dar trámite y resolver los recursos de revisión que interpongan las personas que hubiesen solicitado información a los sujetos obligados.
De todo lo anterior, se pone en conocimiento que los artículos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en síntesis, regula el derecho de todas las personas de acceder a la información pública en poder de los sujetos obligados y que esta información esencialmente es realizada en documentos o en cualquier soporte que respalde la información, es decir, que necesariamente debe de contar de actos o hechos del pasado, ya que la obligación de entregarla debe de ser en el estado en que se encuentre, o sea, que para acceder a la información pública el documento ya debió de ser generado o estar en los archivos de aquéllos y que esta obligación debe existir conforme a las facultades, atribuciones y actividades encomendadas a las autoridades que por ministerio de ley, es decir que se encuentre en sus archivos.
En este contexto, de acuerdo a la definición del Diccionario de la Real Academia Española en su vigésima segunda edición, el significado de la palabra acceso en su primera acepción proviene del latín accessus y significa acción de llegar o acercarse y como se ha dicho el derecho de acceso a la información pública se trata de toda aquella que conste en poder de los entes obligados ya sea que dicha información se encuentre en documentos, es decir, que necesariamente debe de haber un respaldo que sustente la documentación solicitada.
En conclusión a lo anterior, al tener esta Comisión la facultad de conocer, iniciar, dar trámite y resolver los recursos de revisión que presenten los solicitantes de la información pública ante los supuestos de procedencia que refiere el artículo 167
 de la Ley de Transparencia, sin embargo para estar en posibilidad de conocer y resolver el medio de impugnación mencionado, éste, necesariamente debe derivarse de una solicitud de información en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en el sentido de que la información esté en posesión de las autoridades –independientemente, incluso del formato en que se encuentre– porque para poder determinar la competencia de esta Comisión se debe atender a la naturaleza de lo solicitado por el recurrente.

En el caso, quien presentó el escrito pretende que se le entregue un documento derivado de la utilización del derecho de petición previsto en el artículo 8° de la Constitución Federal, ya que en su escrito dijo:
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Así, lo que la solicitante pretende es obtener respuesta derivada precisamente del derecho de petición consagrado en el mencionado artículo 8° de la Constitución Federal, pues por más que, en cuanto a la forma haya seguido, en un momento dado, como si fuera una solicitud de acceso a la información pública en los términos y requisitos de la Ley de Transparencia, lo cierto es que, de sus propias manifestaciones, se advierte que a lo que pidió es que la autoridad le entregue un documento derivado de una petición en el sentido de que se le indicara la procedencia para iniciar un trámite de su jubilación derivado de si antigüedad y, ello es precisamente en términos del artículo 8° del Pacto federal, por lo tanto, al ser un derecho de petición en términos del último artículo citado, el mismo no es tutelado por esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, pues este órgano colegiado solamente puede conocer los recursos de revisión respecto al párrafo cuarto, apartado A, del artículo 6 de la Carta Magna, en relación con el artículo 17, fracción III, párrafo primero de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí.
Por tanto, si quien presentó el recurso, en su escrito inicial que también presentó ante este órgano colegiado y pretendió obtener un documento derivado del ejercicio de un derecho de petición, en evidente que esta Comisión no es competente para conocer de esa supuesta negativa, precisamente porque se trata de un derecho de petición cuya competencia e interpretación corresponde a otra instancia jurisdiccional.
Sin duda, si la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública conociera sobre el derecho de petición previsto en el artículo 8° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, además de una posible invasión de esfera o competencia de otra autoridad, conocer ese derecho de petición es contravenir lo dispuesto en la propia Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, pues además de generar un documento tal y como lo pidió el solicitante, contravendría el artículo 18
 de esa ley, en virtud de que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, es decir, documentar, no como en el caso generar de acuerdo a la modulación de la petición hecha por el solicitante, lo que no sucede con el artículo 8° de la propia Carta Magna, pues en este derecho si hay obligación de generarle un documento para dar respuesta a su inquietud, máxime que en nuestra Constitución Federal prevalece tanto el artículo 6° que se refiere al acceso a la información –en su apartado A– como el artículo 8° –petición– y para la tutela del primer derecho se crearon organismos especializados, como ya quedó explicado y en cuanto al segundo, en caso de alguna violación a esta garantía corresponde a otra autoridad diferente de la primera mencionada.
Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia 2a./J. 4/2012 (10a.), sostenida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, marzo de 2012, en el Libro VI, Tomo 1, página 352, materia común, cuyo rubro y texto es: 

ACCESO A LA INFORMACIÓN. EL JUICIO DE AMPARO PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD DE DAR RESPUESTA A UNA SOLICITUD DE ESA NATURALEZA, CUANDO SE ALEGA EN LA DEMANDA VIOLACIÓN DIRECTA AL DERECHO DE PETICIÓN (LEGISLACIONES DE SAN LUIS POTOSÍ Y FEDERAL). Si bien es cierto que los artículos 74 y 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, así como los diversos 53 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y 93 de su reglamento regulan, a través de un medio de defensa o mediante un procedimiento, cómo debe respetarse el derecho de acceso a la información, también lo es que cuando existe omisión de la dependencia o autoridad de responder a una solicitud de esa naturaleza, el gobernado puede estimar válidamente que se cometió en su perjuicio una transgresión al derecho de petición contenido en el artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual garantiza la obligación de las autoridades de responder cualquier solicitud en breve término y de dar a conocer la respuesta al interesado. En ese tenor, para el efecto de la procedencia del juicio de amparo promovido contra la omisión de una autoridad de responder sobre una solicitud de acceso a la información, en términos de la fracción XV del artículo 73 de la Ley de Amparo, debe determinarse en principio la violación o transgresión que el peticionario de amparo aduce que se cometió a sus derechos, lo que dará pauta al órgano de control constitucional para decidir si en el caso se actualiza o no la causa de improcedencia consistente en que no se agotó el medio o procedimiento establecido en la ley que rige al acto, antes de acudir al amparo. Así, cuando se aduce en la demanda de amparo una violación directa al derecho de petición, el juzgador no puede estimar que se actualiza la causal de improcedencia referida, pues en este caso el derecho de petición no se rige por las leyes de transparencia y de acceso a la información pública en las que sí se establece un recurso o medio de defensa por el que pueden ser revocados o nulificados los actos reclamados, pues debe tenerse presente que lo que busca el peticionario de amparo es que la autoridad conteste su solicitud en breve término y que haga de su conocimiento la respuesta.
Como se ve, la referencia que hizo una de las Salas del máximo tribunal de este país es clara al referir que el derecho de petición no se rige por las leyes de transparencia, por lo que en conclusión esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública no es competente para conocer el presente asunto por las razones desarrolladas con antelación. 

 Archivo.


Que una vez que la presente resolución sea notificada a las partes, la ponencia mande archivar el presente asunto como totalmente concluido. 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

RESOLUTIVO
ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública no resultó competente para conocer el escrito presentado ante este órgano colegiado  por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando único de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por mayoría de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
	        COMISIONADO PRESIDENTE

                   MTRO. ALEJANDRO 

                    LAFUENTE TORRES 
	              COMISIONADA 

         M.A.P. YOLANDA E. 

                          CAMACHO ZAPATA
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 356/2016-2 QUE FUE INTERPUESTO EN CONTRA DEL COLEGIO DE BACHILLERES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 21 VEINTIUNO DE FEBRERO DE 2017 DOS MIL DIECISIETE.

L/OVD. 
LA SECRETARIA DE PLENO DE LA COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, LICENCIADA ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA, HACE CONSTAR QUE A CONTINUACIÓN SE AGREGA EL VOTO PARTICULAR DE LA COMISIONADA LIC. CLAUDIA ELIZABETH ÁVALOS CEDILLO.


De manera respetuosa, me permito emitir mi voto particular, de conformidad a las siguientes consideraciones.

Disiento del proyecto de resolución del recurso de revisión 356/2016-2 presentado y aprobado en la Sesión Extraordinaria de Pleno celebrada el veintiuno de febrero de dos mil diecisiete, ya que a mi apreciación resulta que versa respecto del derecho de acceso a la información tutelado por esta Comisión y no del derecho reconocido por el artículo 8°, ello en razón de las siguientes consideraciones:

El recurrente solicitó del sujeto obligado la siguiente información:
 “Por este conducto solicito a Usted, me indique la procedencia para iniciar el trámite de mi Jubilación ante el ISSTE, toda vez que cuento con una antigüedad en el subsistema de 28 años 8 meses; así mismo pido se sirva proporcionar la documentación oficial que corresponda, para iniciar con este trámite ante el instituto”., 

En razón del contenido de lo solicitado, es necesario determinar los alcances de la expresión “trámite”, ya que es la parte medular de lo pedido por la inconforme:

De conformidad con la doctrina, el procedimiento administrativo debe ser entendido como el conjunto de actos y formalidades que, de manera directa o indirecta, determinan los requisitos que preceden para que el Estado despliegue sus mecanismos de actuación, para que éste sea válido y cumpla un fin especifico. Es de señalar que la regulación de los procedimientos administrativos no es homogénea, sino que es acorde a la rama especializada y a los fines para que éste fue establecido en la normativa; en consecuencia, y de conformidad con el principio que reza que “la autoridad sólo puede hacer lo que la Ley le permite”, debe estar plenamente identificado y normado la procedencia de los trámites y procedimientos administrativos como medios preparatorios de decisiones administrativas o como mecanismo de discernimiento de cuestiones puestas a consideración de la autoridad a través de los órganos facultados para ello.

Ahora bien, del análisis al caso concreto, resulta que el particular pidió saber el procedimiento a seguir para obtener un resultado particular, el cual es susceptible de encontrarse documentado en la normativa que le aplique al ente obligado con base en el régimen laboral al cual se encuentre adscrito, es decir, que la petición del solicitante se verá colmada al otorgarle las disposiciones normativas o reglamentarias que establezcan la posibilidad de accionar el aparato administrativo para que exista un pronunciamiento respecto de su pretensión, así como los documentos que conformen el trámite en sí.

Lo anterior, sin perder de vista que el artículo 19 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, dispone que se presume la existencia de la información cuanto ésta se refiere a las facultades competencias o funciones con que cuenta el ente obligado, y que en el presente asunto al requerir un procedimiento para hacer valer una determinada pretensión implica analizar e identificar el documento (ley o reglamento) en el cual se encuentra inserta la disposición que dota a la autoridad de la facultad de llevar a cabo un procedimiento iniciado a instancia de parte, lo que a su vez conlleva analizar la normativa aplicable para determinar la existencia de una disposición que concuerde con los extremos de la solicitud de la particular.

EL documento susceptible de entregar es una Ley, la cual no crea el Organismo, en virtud de que éste no cuenta con la obligación legal de generarla al no estar dentro del ámbito de su competencia su emisión; sin embargo, al ser de conformidad con el con el artículo 1° del decreto de creación 642, un organismo con personalidad jurídica y patrimonio propio que forma parte del Sistema Estatal de Agua Potable se encuentra sujeto a una determinada y concreta legislación, la cual es susceptible de poseer el procedimiento a que alude el recurrente, y el cual es posible otorgar a través del Derecho de Acceso a la Información reconocido por el artículo 6°, fracción III de nuestra Carta Magna.

Resulta pues, que para colmar el derecho a la información de la hoy inconforme bastaba que le precisara la ley, reglamento o en su defecto disposición administrativa que disponga el trámite idóneo para hacer valer su pretensión, sin que ello implicase el reconocimiento de un derecho a favor del gobernado, ya que sólo se precisaría el cuerpo o cuerpos normativos que establezcan los supuestos para iniciar a el trámite a que hace referencia en su solicitud.

Para reiterar lo señalado, es pertinente invocar, de conformidad con el artículo 10° de la abrogada Ley de Transparencia y Acceso a la información pública del Estado, el criterio 1/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información y de Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece:
“ACCESO A LEYES BAJO RESGUARDO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. SI BIEN DICHA INFORMACIÓN SE RIGE POR LO PREVISTO EN LA LEY FEDERAL DE LA MATERIA, DADO QUE SE TRATA DE DOCUMENTACIÓN PREVIAMENTE PUBLICADA, EL ACCESO A ÉSTA NO DEBE OTORGARSE EN COPIA CERTIFICADA. Tomando en cuenta la naturaleza de la información consistente en leyes expedidas por los diversos órganos legislativos de la Federación, de los Estados o del Distrito Federal que tiene bajo su resguardo este Alto Tribunal, así como el criterio aprobado por este Comité de Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro señala: “INFORMACIÓN DISPONIBLE EN MEDIOS IMPRESOS O ELECTRÓNICOS DE ACCESO AL PÚBLICO. PARA SATISFACCIÓN DEL DERECHO DE ACCESO, BASTA CON FACILITAR AL SOLICITANTE SU CONSULTA, SIN QUE PARA SU CONOCIMIENTO SEA NECESARIA LA CERTIFICACIÓN”, debe estimarse que la modalidad para otorgar el acceso a esos instrumentos normativos no puede ser la de copia certificada ya que se trata de instrumentos jurídicos previamente difundidos en publicaciones oficiales, por lo que en tal supuesto bastará conferir el acceso en copia simple o documento electrónico”.

Resulta aplicable al presente asunto el criterio invocado en virtud de que existe la posibilidad de otorgar acceso a layes en posesión de los sujetos obligado que rijan su actuación, por lo que resulta plausible entregar los ordenamientos legales que prevean el procedimiento susceptible de ser tramitado para los efectos que pretende hacer valer el recurrente.


Por todo lo anterior, es que la postura de la suscrita disiente del proyecto de resolución aprobado por mayoría en la sesión extraordinaria del veintiuno de febrero de dos mil diecisiete, ello en razón de que se debió analizar la solicitud del recurrente a la luz del artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Es cuánto.
COMISIONADA 

CLAUDIA ELIZABETH ÁVALOS CEDILLO.

SECRETARIA DE PLENO

LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA
� Visible en la foja 3 de autos.


� Visible en la foja 4 de autos.


� ARTÍCULO 167. El recurso de revisión procederá en contra de:  I. La clasificación de la información;  II. La declaración de inexistencia de información;  III. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado;  IV. La entrega de información incompleta;  V. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado; VI. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información dentro de los plazos establecidos en la ley; VII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado; VIII. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante; IX. Los costos o tiempos de entrega de la información; X. La falta de trámite a una solicitud; XI. La negativa a permitir la consulta directa de la información; XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o XIII. La orientación a un trámite específico.--- La respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso de revisión que proceda por las causales señaladas en las fracciones III, VI, VIII, IX, X y XI es susceptible de ser impugnada de nueva cuenta, mediante recurso de revisión, ante la CEGAIP.


� ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.





